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FALENCIAS DEL ESTATUTO DE VIGILANCIA Y SEGURIDAD PRIVADA (DECRETO 

356 DE 1994) 

 

Resumen 

La ausencia de normatividad actualizada en esta materia es evidente, dado que 

el decreto que regula la seguridad privada en Colombia está vigente desde hace más de  

20 años, escrito y construido con base a las consideraciones propias de la época basado 

en los índices de inseguridad imperantes y la informalidad con la que se prestaba este 

servicio a la comunidad que los requería, siendo necesario, y oportuno su actualización 

dado los nuevos retos tecnológicos que ha modificado la forma de prestar este servicio 

en el mundo. 

La ley 62 de 1993 en el artículo 34 creo la  Superintendencia de Vigilancia y 

Seguridad Privada adscrita al Ministerio de Defensa con el objetivo de “ejercer el control, 

inspección y vigilancia sobre la industria  y los servicios de vigilancia y seguridad privada”,  

(Decreto 2453,1993, art 2).  Un año más tarde dándole cumplimiento a lo establecido en 

la Ley 61 de 1993 se expide el Estatuto de Vigilancia y Seguridad Privada mediante el 

Decreto 356 de 1994 con el objeto de  “establecer el estatuto para la prestación por 

particulares de servicios de vigilancia y seguridad privada”  (Art 1). 

Este estatuto se aplica en el territorio colombiano y sus lineamientos deben ser 

sujetos a la legislación actual, sin desconocer los derechos constitucionales que tienen 

todos los ciudadanos en especial los establecidos en la Constitución Política Nacional la 

cual indica en su artículo 2 que “Las autoridades de la República están instituidas para 



proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, 

creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los 

deberes sociales del Estado y de los particulares. 

El estatuto fue elaborado en 1994 y  años después es necesario que se le haga un 

ajuste severo dada la obsolescencia en muchos aspectos y que al ser aplicado resulta 

ineficaz y poco práctico, dando espacios a malas interpretaciones que son aprovechadas 

por quienes sí conocen el alcance de este decreto y lo usan a su favor, perjudicando a 

empresarios y  trabajadores colombianos inmersos en el medio de la seguridad privada.  

En este ensayo se tomará como  base la problemática actual reconocida y por lo 

cual existe un proyecto ley que pretende reformar el decreto en mención, analizando 

aspectos vivenciales a nivel nacional y que de ser aprobados permitiría la actualización 

y el crecimiento de la industria de la seguridad privada en Colombia.  

     Palabras clave: Seguridad, Seguridad privada, Supervigilancia, obsolescencia. 

 

 

 

 

 

 

 



Introducción 

     El presente ensayo tiene la intención de interpretar, analizar y proponer 

modificaciones  en virtud al grado de obsolescencia que el estatuto de vigilancia y 

seguridad privada (Decreto 356 de 1994)  muestra.  El documento gira en torno a los 

siguientes aspectos que impactan de manera negativa a las empresas de seguridad 

privada:  

 Inversión extrajera.  

 Discrecionalidad  potestativa de la Superintendencia de Vigilancia de Seguridad 

Privada para la aprobación y otorgamiento de las licencias de funcionamiento de 

estas empresas. 

     Los avances en materia de seguridad que se han presentado durante los últimos 22 

años, han afectado el cumplimiento adecuado de la prestación del servicio, a pesar de 

estar actualmente cobijados en un decreto que se percibe obsoleto, en el que se destaca 

la ausencia de concordancia con los factores de riesgo de seguridad que afectan de 

manera generalizada la ciudadanía en todo el territorio nacional; aunado a ello la 

carencia y/o vacíos jurídicos en temas de alto impacto como lo son la inversión 

extranjera, sobre la cual se hace alusión en la parte inicial del trabajo y la discrecionalidad 

en temas afines al desarrollo  de esta industria, aspecto que se anuncia seguidamente y 

en el cual la Superintendencia es juez y parte, es decir, emite la norma, ejerce el control 

y sanciona, sin existir un ente independiente que lo supervise, aspecto que ha llevado a 

la arbitrariedad en la toma de decisiones, con base en lo anterior  se presenta un análisis 

crítico respecto a estos dos temas de alto impacto en la seguridad privada en Colombia, 

poniendo en consideración la percepción del autor sobre estos dos importantes temas.  



Inversión extranjera en empresas de seguridad privada 

Involucrarse en el tema de la inversión privada es un escenario en el cual diversos 

campos de la economía reciben apoyo por parte de instituciones o empresa 

multinacionales de todo orden. El tema de la inversión extranjera en seguridad privada 

conlleva a hacer un análisis del artículo 223 de la constitucional nacional ¨ “Sólo el 

Gobierno puede introducir y fabricar armas, municiones de guerra y explosivos es el 

ministerio de Defensa en función de proveer seguridad ciudadana y defensa nacional”. 

Lo anterior por la implicación de orden estratégico nacional, en atención a que estas 

empresas hace en uso de las armas dejando de lado el cumplimiento o mandato 

constitucional relacionado con el  uso legítimo de éstas.  

Es pertinente nombrar el artículo 1 del decreto 2080 (2000) que establece lo 

siguiente  ¨Se considera inversión extranjera en Colombia la inversión de capital del 

exterior en el territorio colombiano, incluidas las zonas francas colombianas por parte de 

personas no residentes en Colombia.  

En el decreto 356 de 1994, ya se hablaba  respecto a la inversión extranjera y 

limitaba la vinculación de capitales foráneos en el gremio de la seguridad privada, lo 

importante es analizar el impacto que esta inversión trae al sector, desde lo social, 

económico, y especialmente en el ámbito de la seguridad pública,  considerando lo 

favorable o desfavorable para establecer un criterio respecto al tema. 

      Los empresarios nacionales de la seguridad privada, han sido testigos de la 

inclusión de multinacionales de seguridad  extranjeras en los últimos años, quienes han 



sacado provecho de los vacíos reglamentarios y jurídicos para posicionarse en el 

mercado y expandir sus servicios.  

Es necesario indicar que antes de ser emitida la reglamentación de la seguridad privada 

en Colombia a través del decreto 356, ya existían empresas extranjeras prestando este 

servicio, caso específico, seguridad y transporte de valores con la empresa BURNS, 

Thomas de la Rue, de origen estadounidense, quienes han generado empleo, aportando 

en la  novedades tecnológicas y crecimiento económico en el país.  

La inversión extranjera ha sido una de las razones por las cuales el Gobierno 

Nacional, ha decidido firmar tratados de libre comercio (TLC)  en sectores  como el 

agrícola, industrial, minero energético entre otros, bajo la premisa de la reciprocidad, sin 

embargo al momento de hacer referencia al sector de la seguridad privada, ésta no se 

manifiesta puesto que en medio de esta temática siempre se encontrará con el uso, porte 

y tenencia de armas, para entenderlo de una mejor manera es importante tener presente 

que el manejo de las armas en Colombia es propio del Gobierno, como lo establece el 

Decreto 2535 (1993). 

Exclusividad.  Solo el gobierno puede introducir al país, exportar, fabricar  

y comercializar armas, municiones, explosivos y las materias primas, 

maquinaria y artefactos para su fabricación y ejercer el control  sobre tales 

actividades¨ …(Art 2)  y Permiso de estado. Los particulares, de manera 

excepcional, sola podrán poseer o portar armas… (Art 3)   

El uso de las armas en concordancia con la constitución nacional es potestativo de 

la fuerza pública; es por esta razón que por ejemplo España a través de la ley 5/2014 



estableció  que no podrán existir empresas de seguridad privada con nacionalidades 

diferentes a la Unión Europea, es decir que el capital Colombiano no podrá ingresar a 

ese país para la creación de nuevas empresas de seguridad privada, en efecto,  la base 

de reciprocidad prevista en los tratados de libre comercio no se estaría cumpliendo. 

De otra parte sería inconstitucional la aceptación de inversión extranjera en la 

seguridad privada, el Decreto 2080 (2000) en el artículo 6 estableció que  “Se encuentra 

prohibida la inversión extranjera en actividades de defensa y seguridad nacional…”;   de 

la misma forma el mismo Decreto 356 en su artículo 12 señala refiriéndose a quienes 

integren una empresa  ¨ SOCIOS. Los socios de las empresas de vigilancia y seguridad 

privada deberán ser personas naturales de nacionalidad colombiana¨.  

Ahora bien, suponiendo que el sector de la seguridad permita la inversión de capital 

extranjero para la creación de empresas de seguridad privada a empresas procedentes 

de países con fuertes conflictos internos de seguridad, terrorismo, corrupción y que en 

ellos existan grupos terroristas como lo es el Hamas1, se estaría  dejando abierta la 

posibilidad para que grupos como éste, aprovechen la posibilidad de  adquirir armas y 

municiones y las destinen a su objetivo terrorista o delincuencial, aspecto que iría en 

contravía a la ley que lucha en contra de la financiación del terrorismo. Este escenario 

no se puede ver como algo imposible bajo la suposición anteriormente expuesta, dado 

que desde los atentados del 13 de noviembre del 2015 en París, se ha generado 

incertidumbre en relación a la posibilidad que estos grupos cometan actos terroristas en 

países de América Latina; si bien es cierto que Colombia no es objetivo principal por la 

                                                           
1 Movimiento de Resistencia Islámica, organización terrorista  conocida por sus actos terroristas a nivel mundial y 
actividades ilícitas 



libertad de creencias, sí es un país que permitiría el tránsito para llegar a Estados Unidos 

con el propósito de realizar un ataque o más aún, un país que serviría como medio de 

financiación gracias a la riquezas de los recursos que se poseen.        

     Según la Superintendencia de Vigilancia en su último informe de gestión del 2015, tal 

como lo muestra la tabla 1, señala que para ese año se encontraban 870 empresas 

prestadoras de servicios de seguridad privada cubriendo perfectamente la demanda del 

sector, entre esas empresas se encuentran varias que tienen capital de origen extranjero, 

tales como Prosegur Vigilancia y Seguridad Privada, G4s Secure Solutions Colombia S. 

A., Securitas Colombia S. A., y la transportadora de valores Brinks de Colombia S. A., 

las cuales van en contravía a lo señalado por la corte constitucional la cual frente a este 

tema de la protección a las empresas nacionales, dejó en firme por medio de la sentencia 

C-123/11 que: “los socios de las empresas de vigilancia y seguridad privada deberán ser 

personas naturales de nacionalidad colombiana”.  

No obstante lo anterior esta entidad espera la llegada de más empresas extranjeras, 

teniendo en consideración que según cifras de la misma superintendencia indican que 

en 2014 la facturación total del sector fue de $7,5 billones, de los cuales, el 7 % 

correspondió a las cuatro multinacionales. Es decir el problema es de índole económico, 

tal como lo demuestra el siguiente cuadro elaborado con base a información suministrada 

por la superintendencia de seguridad privada, en el cual muestra el aporte económico de 

las principales empresas entre las cuales están las de capital extranjero  

Imagen 1: Ingresos principales empresas de seguridad privada 



 

Fuente: Tomado por el autor de http://www.elespectador.com/noticias/economia/freno-empresas-

extranjeras-de-vigilancia-colombia-articulo-626782 

 

Tomando como referencia esta información y bajo la consideración que las 

empresas extranjeras actualmente generan más de 60.000 puestos de trabajo operativo, 

se analizarán tres aspectos que de ser desarrollados en este sector como una buena 

opción, es decir habría que exigir a esas empresas extranjeras lo siguiente. 

 Generación de empleo y  de nuevos puestos para la seguridad privada. 

 Reinversión de las utilidades en el país  

 Transferencia tecnológica 

 

Generación de empleo y de nuevos puestos para la seguridad privada. 



     Imagine que existen las empresas A, B y C, dedicadas a  la prestación de servicios 

de seguridad; A, B y C cumplen en un 100% la demanda  existente y si aparecen nuevos 

servicios de seguridad  por la creación de nuevas empresas en Colombia A, B y C 

podrían suplir perfecta esta nueva demanda del mercado. Ahora bien, gracias a la 

inversión extrajera llega la multinacional D a prestar los mismos servicios, por ser una 

empresa de seguridad  no genera nuevos servicios en el mercado, a causa de que ésta 

se protege a sí misma. La multinacional D como estrategia propia de la esencia de su 

negocio plantea dos situaciones: 1. Por su calidad de multinacional comienza a 

monopolizar el mercado eliminando puestos y servicios de vigilancia a empresa 

nacionales como lo son A, B y C obligando a éstas a reducir presupuesto, prescindir de 

empleados y en el peor de los casos, liquidar sus empresas. 2. Con sus ideas de 

expansión y facilidad, decide comprar las empresas A, B y C supliendo la demanda  de 

éstas y contratando sus propios empleados. En ninguno de los dos casos la multinacional 

D está generando nuevos empleos puesto que los empleados que trabajan para A, B y 

C ahora pasan a la empresa D.  

     Resulta que los puestos de vigilancia no se generan por el arribo extranjeros al país 

sino por la demanda existente en otros sectores de la economía y ese número de puestos 

no varía por la nacionalidad del empleador, es decir, la presencia de empresas 

extranjeras no genera ningún empleo nuevo en seguridad  y, en referencia a lo 

anteriormente expuesto, este escenario no difiere de la realidad que el sector vive 

actualmente en Colombia, tomando en cuenta que a pesar que las leyes lo prohíben, 

grandes corporaciones multinacionales de la seguridad han encontrado la manera de 

burlar estas disposiciones operando con total libertad; ejemplo claro de ello es la 



multinacional española Prosegur que para nadie es un secreto que ingresa capital al país 

después de 1994 a pesar de lo establecido en el decreto 356 ampliando sus visiones de 

mercado, adquiriendo grandes empresas dedicadas a servicios de seguridad en sus 

modalidades de vigilancia fija, móvil y escolta como lo fueron Vimarco e Integra,  

acaparando el mercado Nacional sin ningún acogimiento de la ley actual. Teniendo en 

cuenta lo analizado hasta el momento y citando textualmente lo siguiente: Ley 5/2014  

Juan Carlos I ¨ Articulo 19. Requisitos Generales. 1. A) Tener la nacionalidad de un 

Estado miembro de la Unión Europea…¨ sería bueno cuestionar varios aspectos ¿dónde 

está quedando actualmente el trato justo y equitativo para los empresarios de seguridad 

en Colombia?, si  la inversión extranjera en el sector de la seguridad no genera nuevos 

empleos y se evidencia su presencia, ¿qué estamos haciendo y pretendiendo permitir? 

¿qué estamos haciendo para contrarrestar ese fenómeno o cuál es nuestro nivel de 

permisividad frente al mismo? 

 

Reinversión de las utilidades en el País. 

     Colombia es un país de gran atractivo para la inversión tanto extranjera como nacional 

en el sector de la seguridad privada, gracias al conflicto interno y los altos índices de 

inseguridad que se viven constantemente en el país. De acuerdo a los estados 

financieros de la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada del 2015, éstos 

señalan que ¨el sector de la vigilancia  registró ventas totales  por 7.5 billones de pesos, 

lo que representa un incremento del 11% con respecto al 2013, año en el que las ventas 

ascendieron a 6.7 billones de pesos como lo indica la siguiente gráfica:  



Gráfica 1.Ingresos del sector  de vigilancia y seguridad Privada en los últimos años. 

 

Fuente: Informe de la Superintendencia de vigilancia y seguridad privada 2015 

      

De igual forma,  la S.V.S.P en su  informe de indicadores financieros  señaló que 

¨ las utilidades netas en el 2014 ascendieron a $269.166 millones¨ cerca al 30 % de 

crecimiento frente al 2013, tal como se observa en la siguiente gráfica:  

 

 

 

 

Gráfica 2: Total de la utilidad neta de los servicios de seguridad 2010-2014 



 

Fuente: Informe financiero de la Superintendencia de Seguridad Privada año 2014 

       

Según la Organización de Naciones Unidas en sus conferencias sobre comercio 

y desarrollo  ( UNCTAD), ha reiterado que una de las mayores problemáticas que se vive 

con la inversión extranjera después del impacto ambiental, es la reinversión de utilidades 

finales en los países presentes, puesto que (como se citó en la revista Portafolio en su 

artículo de Empresas extranjeras sacan el  65% de sus utilidades del país por Velandia, 

2012)  ̈ en los últimos años se ha visto un incremento sostenido en la inversión extranjera, 

y en la medida en que esas empresas empiezan a ver el fruto de sus inversiones, es 

lógico que giren sus utilidades ¨,  no es para nada complicado dar un a priori de lo que 

sucedería en el sector de la seguridad privada de ser ampliada  la inversión extranjera, 

la evidencia actual  con multinacionales que operan legalmente en el  país muestra que   

generan  ingresos operacionales y utilidades que terminan en sus países de origen, en 



razón a la dependencia existente con sus casas matrices. Ampliar la inversión extranjera 

en el sector de la seguridad, conllevaría a la monopolización de todas las empresas 

nacionales de ese gremio económico por parte de multinacionales, sin que exista la 

posibilidad de originar oportunidades de reinversión  de las utilidades obtenidas por parte 

de éstas, en la economía del país. 

Transferencia tecnológica  

     Uno de los temas más relevantes cuando se habla de inversión extranjera, es 

precisamente el desarrollo y transferencia de nuevas tecnologías en un entorno más 

globalizado, y paralelo a ello su fácil acceso a través del desarrollo de ferias nacionales 

e  internacionales; Inclusive existen grandes multinacionales de origen colombiano  que 

se dedican a la exportación e importación de tecnología, es decir,  no existe un aporte 

realmente importante por parte de las empresas  extranjeras desde el ámbito de 

desarrollo tecnológico, tomando en cuenta el punto de vista de  tecnología nueva para el 

sector de la seguridad,  teniendo en cuenta que  tanto ellos como los colombianos  tienen 

la misma facilidad para adquirirla.  

El segundo aspecto que aboca el presente documento es lo relacionado con la 

Discrecionalidad potestativa de la Superintendencia de Vigilancia de Seguridad Privada 

en las licencia de funcionamiento de las empresas de seguridad privada. 

Las empresas de seguridad privada son aquellas sociedades legalmente 

constituidas de responsabilidad limitada, cuyo objeto social es ̈ la prestación remunerada 

de servicios de vigilancia y seguridad privada, en la modalidad de vigilancia fija, móvil y/o 

escoltas…¨ (Decreto 356, 1994, Art 8) y están reguladas por la Superintendencia de 



Vigilancia y Seguridad Privada.  Para el funcionamiento de estas empresas y la 

prestación de sus servicios se debe solicitar ante la Superintendencia de Vigilancia una 

licencia de funcionamiento como lo establecen los artículos 3 y 11 del Decreto 356 de 

1994, licencia que solo se otorgará ¨hasta por un término de 5 años¨ (Decreto 356,1994, 

Art 85).  

Con el decreto 2453 de 1993 el Gobierno Nacional determina la estructura 

orgánica, funciones y entre otras disposiciones de la Superintendencia de Vigilancia y 

Seguridad Privada, con él se crea el modelo de Superintendente como  jefe del 

organismo y se le entrega un poder absoluto para la aprobación o rechazo de las 

licencias de funcionamiento a las empresas de seguridad privada como lo estableció el 

artículo 6 en su  literal 4 ¨Autorizar la constitución, fusión, transformación, renovación… 

para los servicios de vigilancia y seguridad privada¨, poder que un año más tarde con la 

expedición del estatuto de vigilancia y seguridad privada ( Decreto 356)  y su artículo 3 

¨ Los servicios de vigilancia y seguridad privada, solamente podrán prestarse mediante 

la obtención de licencia o credencial expedida por la Superintendencia de Vigilancia y 

Seguridad Privada, con base en potestad discrecional¨ se vuelve más fuerte y 

contundente dejando a la Superintendencia de Vigilancia como juez y parte a la hora de 

tomar una decisión respecto a las licencias de funcionamiento.   

Al tener una potestad con base discrecional frente a la aprobación, renovación, 

cancelación y duración de la licencias se permite que no existan parámetros 

establecidos para una toma de decisión, puesto que termina siendo un criterio propio y 

exclusivo de la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada dejando a futuros 

empresarios de la seguridad privada en un vacío normativo en donde cumplir con los 



requisitos establecidos en el capítulo I del decreto 356 de 1994 no llega a ser siempre  

suficiente para la obtención de la licencia.   

La Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada en sus conceptos de 

manual de doctrina publicados en la página web indico que una de las características 

del acto administrativo discrecional consiste   

En que el acto administrativo no requiere motivación expresa, es decir que en el la 

administración no tiene por qué entrar a realizar juicios de valor  o a señalar 

específicamente cuales fueran las razones del servicio que le llevaron a adoptar un 

decisión (Discrecionalidad, 2010). 

Lo anterior permite entonces  que la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad 

Privada no deba aplicar  el deber de comunicar, establecido en el Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo que indica 

Cuando de la actuación administrativa iniciada de oficio se desprenda que hay 

particulares que pueden resultar afectados en forma directa, a estos se les comunicara 

la existencia de la actuación y el objeto de la misma. En estas actuaciones se aplicara lo 

pertinente lo dispuesto en los artículos 14, 34 y 35 (Art 28). 

Es decir, que al  negar la renovación u obtención de las licencias de 

funcionamiento para las empresas de seguridad privada con fundamento en la potestad 

discrecional, el ciudadano afectado no podrá disponer  de la oportunidad de presentar 

explicaciones o aportar pruebas que ayuden a la discusión de las existencias de hecho, 

ni tampoco se le podrá pedir las razones de peso a la Superintendencia de Vigilancia 

de Seguridad Privada que la llevaron a tomar dicha decisión, dejando al ciudadano 

imposibilitado  y atado,  en saber el motivo real y existente  para la negación de su 



licencia, de igual modo se aplica al momento de que la Superintendencia de Vigilancia 

y Seguridad Privada decida aprobar una licencia de funcionamiento por un término de 

1,2,3,4 o 5 años, bajo la consideración que gracias a la potestad discrecional que 

posee, la faculta para tomar una decisión sin motivación expresa y decidir a su criterio 

que duración debe tener determinada licencia.  

 La limitación de proyección empresarial para las empresas de vigilancia y 

seguridad privada también  es uno de los problemas causados por la potestad 

discrecional de la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada, el no tener una 

certeza clara en relación a la duración y renovación de las licencias  de funcionamiento  

crea para los empresarios una limitante a la hora de proyectar sus empresas, ya sea 

desde un aspecto financiero o  estratégico para el crecimiento futuro de sus 

organizaciones; teniendo en cuenta que para solicitar un crédito, préstamo o inversión 

a futuro e incluso para  establecer una estrategia de crecimiento, se debe tener la 

seguridad de prestar servicios sin interrupción para adquirir el capital que permita suplir 

las obligaciones  adquiridas,  las empresas de seguridad privada no cuentan con dicha 

seguridad, gracias a que no poseen la garantía de que en un futuro  se le renovará la 

licencia de funcionamiento por la misma duración inicial  o por una menor, 

independientemente de que cumpla los requisitos establecidos para su renovación a 

causa del verbo “ podrá”2  fijado en el Decreto 356 de 1994 ¨ la Superintendencia de 

Vigilancia y Seguridad Privada podrá expedir licencia de funcionamiento… previo el 

cumplimiento de los siguientes requisitos por parte del solicitante ( Art 11) adicional que 

                                                           
2 Podrá: Tener una persona o cosa capacidad para hacer algo sin que sea obligatorio.  



será una decisión taxativa si la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad privada se 

fundamenta en  su  potestad discrecional.  

 

Conclusiones 

En concordación con lo investigado se evidencia que el Estatuto de Vigilancia y 

Seguridad Privada decreto ley 356 de 1994 por su grado de obsolescencia requiere 

una reforma que permita la regulación a mayor escala de los servicios de seguridad 

privada en Colombia, aspecto que ya ha sido ampliamente debatido en diversos 

escenarios de la seguridad privada, Andevip  ha propuesto mesas de trabajo y estudios 

relacionados con este tema, la dificultad radica en que el gobierno Nacional no ha 

prestado atención suficiente a esta industrial, parecería que el legislativo no atiende de 

manera pronta y adecuada las sugerencias con relación a la seguridad privada.  

Es necesario que el Estado colombiano establezca mecanismo de control y  

supervisión a la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada, no es bien visto 

que esta entidad sea quien defina las reglas de juego, las controle y supervise si la 

intermediación de otro ente estatal que asegure total transparencia y legalidad en su 

actuar.  

 Para permitir  la  continuidad de inversión extranjera en el sector de la vigilancia 

y seguridad privada se debe cumplir con unos mínimos para el buen desarrollo de la 

actividad como lo son la  generación de empleo y  de nuevos puestos para la seguridad 

privada, reinversión de las utilidades en el país y transferencia tecnológica, se hace 

necesario una completa participación de estas empresas en el desarrollo de la 



industria, es decir deben traer nuevas tecnologías , en modalidad, servicios, los cuales 

permitan ampliar la cobertura de seguridad en el territorio Nacional. 

En atención a que el proyecto de ley fue retirado en la presente legislatura es 

urgente y necesario que se presente nuevamente para el próximo periodo de sesiones 

del congreso y se busque una aprobación acorde a las necesidades del sector 

buscando el beneficio de toda la comunidad de profesionales a la seguridad privada en 

Colombia, aspecto que redundará en un beneficio amplio en todos los campos de 

desarrollo de este importante renglón de la economía Nacional.  
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